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a Cámara 3ª Civil y Comercial 
de Córdoba confirmó la reso-
lución de primera instancia 

que rechazó la medida cautelar 
mediante la cual la parte actora 
pretendía obtener la entrega pro-
visoria del inmueble adquirido, al 
considerar que esa petición era in-
compatible con el objeto que ha-
bía quedado definitivamente deli-
mitado en el proceso.  

Los actores habían reclamado 
inicialmente, como pretensión 
principal, el cumplimiento con-
tractual -entrega y escrituración 
del inmueble más daños y perjui-
cios- y, subsidiariamente, la reso-
lución del contrato; sin embargo, 
al alegar optaron expresamente 
por la resolución contractual más 
los daños derivados del incumpli-
miento, desplazando así la alterna-
tiva de cumplimiento. 

El tribunal, integrado por los vo-
cales Jorge Augusto Barbará y Ra-
fael Garzón Molina, rechazó el re-
curso de apelación interpuesto por 
I. D. J. A. y A. B. C. y confirmó el de-
creto cuestionado, con costas a los 
recurrentes vencidos. 

La alzada recordó que la demanda 
había sido promovida contra Con-
sorcio de Propietarios Torre Negrita 
- Sociedad Civil y otros codemanda-
dos, persiguiendo principalmente la 

fijación de un plazo para la entrega 
de la posesión y escrituración del in-
mueble, con más daños y perjuicios, 
y subsidiariamente la resolución 
contractual, restitución del precio 
abonado y resarcimiento. No obs-
tante, luego de producida la prueba, 
los actores solicitaron en el alegato 
que se hiciera lugar a esta segunda 
alternativa por considerar configu-
rado un incumplimiento definitivo. 
Esa readecuación fue receptada por 

el juzgado, que tuvo por circunscrip-
ta la pretensión a la resolución con-
tractual, decisión que no fue oportu-
namente impugnada. 

Sobre esa base, los camaristas 
señalaron que el objeto del proce-
so queda delimitado por la pre-
tensión efectivamente sostenida 
durante su desarrollo y no puede 
ser posteriormente reconfigura-
do de manera incompatible con 
los actos procesales anteriores, 

en función de los principios de 
congruencia, preclusión y cohe-
rencia de la conducta procesal. 
En particular, destacaron que la 
opción por la resolución contrac-
tual desplaza la pretensión de 
cumplimiento, porque ambas ví-
as son excluyentes en sus efectos 
jurídicos. 

 
Correspondencia 
La entrega provisoria pretendida 
mediante la cautelar suponía anti-
cipar la ejecución de una obliga-
ción propia del cumplimiento 
contractual. Por ello, no guardaba 
correspondencia con el resultado 
jurídicamente esperable de una 
acción que había quedado cir-
cunscripta a obtener la resolución 
del contrato y la reparación de los 
daños. Además, todavía no se ha-
bía dictado sentencia sobre el fon-
do, circunstancia que reforzaba la 
necesidad de preservar el carácter 
provisional de las cautelares y evi-
tar que mediante ellas se anticipa-
ran efectos incompatibles con el 
objeto vigente del litigio. 

La cámara también rechazó el 
cuestionamiento referido a los he-
chos nuevos vinculados con la su-
puesta finalización del inmueble. 
Esas circunstancias habían sido in-
troducidas después de la etapa 

probatoria y del alegato, cuando la 
causa se encontraba avanzada y en 
condiciones de ser resuelta. El tri-
bunal entendió que operaba el 
principio de preclusión procesal, 
pues la incorporación de hechos 
sobrevinientes no puede utilizarse 
para reabrir un debate concluido 
ni alterar el marco fáctico sobre el 
cual las partes estructuraron sus 
defensas. 

El fallo añadió que, aun admi-
tiendo hipotéticamente el carácter 
sobreviniente de esos hechos, su 
consideración no modificaría la 
solución, porque el rechazo de la 
cautelar no obedecía a que el in-
mueble estuviera o no terminado, 
sino a la incompatibilidad jurídica 
entre su entrega provisoria y la 
pretensión de resolución contrac-
tual mantenida por los actores. 

Finalmente, se descartó que la 
aplicación de los principios de 
congruencia, actos propios y pre-
clusión implicara exceso ritual o 
arbitrariedad. Fue la propia con-
ducta procesal de los actores, al 
optar en el alegato por la resolu-
ción contractual, la que fijó el obje-
to del proceso en términos incom-
patibles con el cumplimiento. 
También rechazó la alegada vulne-
ración del derecho de propiedad, 
defensa en juicio y debido proceso, 
al considerar que la decisión recu-
rrida constituía una derivación ra-
zonada de las constancias de la 
causa y de las reglas procesales 
aplicables. 

La pretensión sostenida en los alegatos desplazó el reclamo de cumplimiento y no podía modificarse 
luego mediante una cautelar ni con la introducción extemporánea de hechos nuevos

ESCENARIO. La controversia se originó en la compra de una unidad en un edificio en 

construcción y en el posterior reclamo por su entrega y escrituración. 

Pidieron la entrega provisoria de un inmueble 
pero había optado por resolver el contrato 

o
ecientemente, la Sala 2 de la Cá-
mara Civil y Comercial Federal, 
dictó un fallo en autos: “Enrietti, 

Nilce Silvina c/ Fundación Octubre Tra-
bajadores de Edificios s/Varios Propie-
dad Industrial e Intelectual - Expte. 
Nro. 34454/2015”, respecto a la repro-
ducción, en una revista, de obra foto-
gráfica sin autorización, reconocimien-
to de autoría y pago de remuneración. 

En el particular, el tribunal de pri-
mera instancia realizó un repaso del 
régimen normativo que ampara los 
derechos de autor, entre ellos la Cons-
titución Nacional, los instrumentos in-
ternacionales incorporados a ella y la 
Ley N° 11723. En esa inteligencia, des-
tacó que la legislación referenciada 
protege los derechos patrimoniales y 
morales del creador de la obra, entre 
estos últimos el de decidir sobre su re-
producción y exigir el reconocimiento 
de su autoría. 

Por su parte, respecto de la eventual 
falta de registro de la obra fotográfica, 
resaltó que ello no obsta a la protec-
ción legal, toda vez que el registro pre-
visto en dicho ordenamiento reviste 

carácter meramente declarativo y no 
constitutivo del derecho. 

Así las cosas, acreditada la autoría 
de las imágenes, la ausencia de autori-
zación para su posterior utilización y la 
omisión de mencionar el nombre de su 
autora, genera responsabilidad atri-
buible a quienes hubieran intervenido 
en la vulneración de tales derechos. 

La referencia a quienes “hubieran 
intervenido” no resulta una expresión 
accidental, por cuanto todo aquel 
que se sirvió de la obra sin autoriza-
ción del autor detenta responsabili-
dad, sin perjuicio de las acciones de 
repetición que pudieran intentarse 
entre los que integran esa cadena y 
con base en los acuerdos privados 
que hubieren celebrado. 

Ahora bien, debe acreditarse la par-
ticipación activa de cada uno de los su-
jetos que integraron la cadena de in-
fracciones para la atribución de res-
ponsabilidad. En el fallo de cámara, el 
tribunal refiere que, para atribuir res-
ponsabilidad a la cadena, lo verdade-
ramente relevante es acreditar que, en 
el caso concreto, las publicaciones 
cuestionadas respondieron efectiva-
mente a la modalidad de que las foto-
grafías llegaron a la revista por con-
ducto de una agencia que las remitió 
conjuntamente con las publicidades y 

campañas ya confeccionadas y listas 
para su impresión. Vale decir, que la 
revista recibió el material en esas con-
diciones enlatadas y carecía de toda 
posibilidad de revisar, modificar o 
complementar su contenido antes de 
su publicación. Sólo la acreditación de 
tales extremos permite justificar la 
eventual responsabilidad también de 
un tercero (la agencia). 

Con relación a este último párrafo y 
más allá de la prueba rendida en el 
caso concreto que sirve de basamento, 
quiero decir que aún cuando la agen-
cia que remitiera el material lo hubie-
se enviado como material editable, 
también recae sobre ella responsabili-
dad. La modalidad de producto o ar-
chivo “enlatado” o editable no modifica 
la responsabilidad de todo aquél que 
se sirvió de una obra (en este caso fo-
tográfica) en la cadena y no verificó los 
derechos que la afectaran, puesto que 
se trata de un deber individual respec-
to del autor en cada caso. Frente al 
autor perjudicado, son inoponibles las 
condiciones de uso de la obra o las li-
beraciones de responsabilidad pacta-
das entre los intermediarios del circui-
to de elaboración y difusión del mate-
rial infractor. 

En definitiva, en esta oportunidad la 
sentencia relacionada nos permite 
adentrarnos en la tutela de obras, en 
este caso la fotográfica, para alertar so-
bre el uso indebido de las mismas y la 
responsabilidad que atañe tanto a los 
intermediarios cuanto al usuario final. 

La reproducción de obra fotográfica
u José P. Sala Mercado  
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